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Señor. 

JUEZ SEXTO (6) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES. 

Dra. BIBIANA MARIA LONDOÑO VALENCIA 

admin06ma@cendoj.ramajudicial.gov.co  
cgomezd@procuraduria.gov.co  
manizaleslopezquintero@gmail.com  
Correo 

E. S. D.  
 
 

Medio de Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho. 
Radicado:              17001333900620200033000 
Demandante:        MARIA GLADYS GUERRERO TAPASCO  
Demandados:       LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO  
                                  DE  PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO.  

 

Ref.- CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA. 
 

 

JENNY ALEXANDRA ACOSTA RODRIGUEZ, identificada como aparece al pie de mi 
firma, abogada en ejercicio, actuando en calidad de apoderada sustituta de LA NACIÓN 
– MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO, conforme al poder especial otorgado por el doctor LUIS 
ALFREDO SANABRIA RIOS, apoderado general de la entidad, tal y como consta en la 
escritura pública No. 522 del 28 de Marzo del 2019, protocolizada en la Notaría Treinta 
y Cuatro del Círculo Notarial de Bogotá D.C; por medio de la presente escrito, 
respetuosamente acudo a su H. despacho para presentar CONTESTACIÓN DE LA 
DEMANDA dentro del proceso de la referencia en los siguientes términos: 
 

 

I. A LOS HECHOS 
 

PRIMERO: Se admite como cierto que, el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio se creó conforme con el artículo 3 de la Ley 91 de 1989, norma en la cual, se 
estableció que no tendría personería jurídica.  
 

SEGUNDO: Es parcialmente cierto. Sin embargo, es menester hacer hincapié en lo dispuesto 
en el artículo 57 de la ley 1955 de 2019, en el cual se deja claro que no se podrán destinar 
recursos del FOMAG para el pago de indemnizaciones por vía judicial o administrativa, 
sumado a la posible responsabilidad de la entidad territorial en la generación de la sanción 
mora. 
 

TERCERO: Es cierto, de acuerdo a la documental aportada con el escrito de la demanda 
 
CUARTO: Se admite como cierto ya que, mediante la Resolución No. 7858-6 del 17 de 
diciembre de 2019, expedida por el Secretario de Educación, se reconoció la cesantía a 
favor del demandante. 
 

QUINTO: Es cierto, de acuerdo a la documental aportada con el escrito de la demanda. 
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SEXTO: Mi representada se atiene a lo que se logre demostrar en el proceso, por tal motivo 
solicito que se aplique lo establecido en el artículo 167 del C.G.P. “Incumbe a las partes 
probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas 
persiguen”, en el cual corresponde a la parte actora probar los supuestos de hecho de sus 
afirmaciones. 
 

SÉPTIMO: Mi representada se atiene a lo que se logre demostrar en el proceso, por tal 
motivo solicito que se aplique lo establecido en el artículo 167 del C.G.P. “Incumbe a las 
partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas 
persiguen”, en el cual corresponde a la parte actora probar los supuestos de hecho de sus 
afirmaciones. 
 

OCTAVO: No me consta, toda vez que no se tiene certeza si la entidad encargada de dar 
respuesta de fondo a la solicitud de reconocimiento y pago de la sanción moratoria, emitió 
o no respuesta que logre dilucidar sí se configuró el acto ficto.  
 

 

II. FRENTE A LAS PRETENSIONES 
 

DECLARACIONES: 
 

PRIMERA: Me opongo a que se declare la nulidad del acto que se pretende, por cuanto la 
negativa de la entidad se encuentra ajustada a derecho, aunado a que no es procedente 
que la NACION- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO sea condenada al pago de la sanción moratoria en favor de la parte actora, 
toda vez que no es la entidad responsable de la sanción mora de conformidad con el art. 57 
de la Ley 1955 de 2019. 
  
SEGUNDA: Me opongo, toda vez que no existe responsabilidad por parte de la NACION- 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO de la 
sanción mora causada, toda vez que el reconocimiento y pago se encuentra a cargo de otras 
entidades. 
 

CONDENATORIAS: 
 

PRIMERA: Me opongo, en vista de que ante la inoperancia de la nulidad del acto 
administrativo que se solicitó en el numeral anterior, deviene en improcedente el 
reconocimiento y pago de la mentada sanción por mora por parte de la NACION- 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, 
aunado al hecho de que no existe acto administrativo o sentencia judicial que ordene el 
pago por dicho concepto. No obstante lo anterior, se evidencia que la pretensión se fórmula 
de forma indeterminada. 
 

SEGUNDA: Me opongo, pues ante la inexistencia de orden en sede judicial que implique el 
pago de la sanción moratoria, deviene en improcedente lo solicitado en este numeral. 
 

TERCERA: Me opongo a que se condene a la NACION- MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO 
DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, al ajuste de valor, indexación y/o 
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actualización de la condena, pues al no ser procedente el reconocimiento de suma alguna, 
la misma suerte corre la pretensión de este numeral. No obstante, sin que implique 
allanamiento a las pretensiones de la demanda el Consejo de Estado mediante sentencia de 
unificación con radicado No. 73001-23-33-000-2014-00580-01 en lo relativo a la indexación 
de la sanción por mora, señalo expresamente la incompatibilidad entre la indexación y la 
sanción por mora, pues no se puede pasar por alto que este emolumento no solo cubre la 
actualización monetaria sino que es superior a dicho valor. 
 

CUARTA: Me opongo, pues ante la inexistencia de orden en sede judicial que implique el 
pago de la sanción moratoria, deviene en improcedente lo solicitado en este numeral. 
 

QUINTA: Me opongo, pues ante la inexistencia de orden en sede judicial que implique el 
pago de la sanción moratoria, deviene en improcedente lo solicitado en este numeral. 
 

III. EXCEPCIONES DE MÉRITO. 
 

Solicito declarar probadas las siguientes excepciones: 
 
I. FALTA DE INTEGRACIÓN DE LITISCONSORCIO NECESARIO - RESPONSABILIDAD DEL 

ENTE TERRITORIAL.  
 

Se propone como medio exceptivo, teniendo en cuenta que el reconocimiento de las 
prestaciones sociales económicas a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterios -FOMAG, tiene establecido un procedimiento administrativo especial 
contenido en las leyes 91 de 1989 y 962 de 2005, así como, en el Decreto 2831 de 2005, a 
favor de los educadores nacionales afilados al mismo. Éste régimen especial contempla 
términos específicos para el reconocimiento, liquidación y pago de las cesantías definitivas 
y parciales de los docentes, que implica la participación de las entidades territoriales -
Secretarias de Educación certificadas- al igual que de la Fiduprevisora S.A., como vocera y 
administradora del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 
 

Dentro de las competencias atribuidas por el Decreto 2831 de 2005, se encuentra la aten-
ción a las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales del Magisterio, que se reali-
zará a través de las Secretarias de Educación certificadas a cuya planta de docentes perte-
nezca o haya pertenecido el solicitante; estas Secretarías de Educación a su vez al momento 
de expedir los actos administrativos que reconocen las cesantías parciales o definitivas, de-
ben atender al turno de radicación de las solicitudes de pago y a la disponibilidad presu-
puestal que haya para tal fin. 
 

En vista de que el trámite administrativo respecto de las cesantías de los docentes implica 
la participación de diferentes actores, esto es, el ente nominador o la entidad territorial y 
la Fiduprevisora S.A. en su calidad de vocera y administradora del Fondo Nacional De 
Prestaciones Sociales Del Magisterio. 
 

De lo expuesto se determina que: 1) El reconocimiento de las cesantías, parcial o definitivo, 
se encuentra a cargo de la Secretaria de Educación del Ente Territorial. 2) el estudio y pago 
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de las cesantías está a cargo de la FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., y 3) sí alguna de las dos 
entidades no cumple con los términos establecidos se genera la sanción mora, razón por la 
cual son responsables del pago.  
 
Es preciso indicar que mediante acto administrativo de reconocimiento y pago No. 7858-6 
del 17 de  Diciembre de 2019, expedida por la Secretaria de Educación del Municipio, , 
frente a la solicitud de las cesantías realizada el 29 de noviembre de 2019, no obstante, que 
el ente Territorial profirió la resolución de reconocimiento de la cesantía en término, es 
claro que se tardó en radicar la documentación ante la FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., la 
fecha en que radico a la fue el 22 de abril de 2020  lo cual implica una transgresión a los 
términos establecidos por el legislador, en cuanto el trámite para el reconocimiento y pago 
de las cesantías definitivas o parciales, y de ahí la necesidad de que esta entidad sea llamada 
a responder dentro del presente litigio: 
 

 
 

En virtud de lo anterior, y bajo la teoría de la descentralización de los entes territoriales, 
deberán ser llamados a responder por el interregno que incurrió en mora en el caso en 
concreto. 
 

Al respecto el Consejo de Estado, ha expresado: 
 

“El litisconsorcio se presenta cuando uno o los dos extremos de la relación jurídico 
procesal está integrado por varios sujetos de derecho y puede ser facultativo, 
cuasinecesario o necesario… 
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El litisconsorcio necesario se presenta cuando la cuestión litigiosa tiene por objeto una 
relación jurídica material, única e indivisible, que debe resolverse de manera uniforme 
para todos los sujetos que integran la parte correspondiente, lo cual impone su 
comparecencia obligatoria al proceso, por ser un requisito imprescindible para 
adelantarlo válidamente. El elemento diferenciador de este litisconsorcio con el 
facultativo es la unicidad de la relación sustancial material del litigio; mientras que en el 
litisconsorcio facultativo los sujetos tienen relaciones jurídicas independientes, en el 
necesario existe una unidad inescindible respecto del derecho sustancial en debate. El 
litisconsorcio necesario tiene su fundamento en la naturaleza de la relación sustancial 
objeto del litigio, defina expresamente por la ley o determinada mediante la 
interpretación de los hechos y derechos materia del proceso. En el primer evento basta 
estarse a lo dispuesto por la ley, pero cuando se trata de establecerlo con fundamento 
en la relación objeto del litigio, se impone un análisis cuidadoso para establecer la 
naturaleza del asunto y la imposibilidad de proferir un pronunciamiento de fondo, sin la 
comparecencia de un numero plural de sujetos”1.  
 

 
II. INEPTITUD SUSTANCIAL DE LA DEMANDA POR FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA 

CAUSA POR PASIVA DEL FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 
PARA EL PAGO DE LA SANCIÓN MORATORIA. 
 

En razón de la modificación introducida por el artículo 57 ya mencionado a lo largo del 
presente escrito, me permito proponer la presente excepción con base en que la norma 
evidencia la clarísima intención del legislador, de evitar que el patrimonio autónomo 
FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO continúe pagando de sus recursos, 
indemnizaciones de carácter económico por vía judicial o administrativa, lo cual sin lugar a 
dudas, comprende también la sanción moratoria derivada del pago tardío de las cesantías 
parciales o definitivas de los docentes afiliados a este. 
 
En este orden de ideas, el FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO se 
encuentra autorizado para pagar de su propios recursos, únicamente en aquellos casos en 
los cuales el docente demuestre de forma efectiva que no le fueron pagadas las CESANTÍAS. 
En el presente asunto la reclamación judicial del docente busca el pago de la sanción 
moratoria, no obstante las cesantías fueron pagadas efectivamente por el FOMAG, 
momento hasta el cual llega su responsabilidad. 
 
En virtud de lo anterior, se entiende entonces que no existe legitimación en la causa por 
pasiva del FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, dado que la modificación 
normativa introducida, traslada cualquier obligación de pago derivada del retardo en el 
pago de las cesantías a la entidad territorial certificada y a la Fiduciaria administradora y 
vocera del patrimonio autónomo. 

                                                           
1
 Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 13 de mayo de 2004, exp. 15321. M.P. Ricardo Hoyos Duque.  
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III. INEPTA DEMANDA POR FALTA DE AGOTAMIENTO DEL REQUISITO DE 

PROCEDIBILIDAD ATINENTE A LA CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL. 
 

El artículo 161 numeral 1del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo indica: 
 

Artículo 161. Requisitos previos para demandar 
La presentación de la demanda se someterá al cumplimiento de requisitos previos en 
los siguientes casos: 
 
1. Cuando los asuntos sean conciliables; el trámite de la conciliación extrajudicial 
constituirá requisito de procedibilidad de toda demanda en que se formulen 
pretensiones relativas a nulidad con restablecimiento del derecho, reparación directa 
y controversias contractuales.  

 

 En ese sentido, al presentar este tipo demanda, el agotamiento del trámite de conciliación 
extrajudicial constituye un requisito de procedibilidad. 
 

En virtud de lo anterior, verificada el acta de audiencia de conciliación prejudicial, se 
observa que el trámite sólo se agotó frente a la Nación Ministerio de Educación- Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, lo que permite determinar que no fue 
agotado debidamente el requisito de procedibilidad contra la Secretaria de Educación de 
Caldas, por lo tanto esta excepción está llamada a prosperar. 

 

IV. EXCEPCIÓN GENÉRICA. 
 

En virtud del alcance del principio de búsqueda de la verdad formal en materia de 
excepciones, frente a los poderes oficiosos del juez es necesario afirmar que lo fundamental 
no es la relación del hecho que configuran una determinada excepción, sino la prueba de 
los mismos, por ende, si el juez encuentra probados los hechos que lo constituyen deberá 
reconocerla oficiosamente. 
 

Por lo anterior, solicito al señor juez ordenar de oficio la práctica de las pruebas pertinentes, 
así como declarar oficiosamente, las excepciones que aparezcan probadas de conformidad 
con el ordenamiento procesal. 
 

IV. FUNDAMENTOS FÁCTICOS Y JURÍDICOS DE LA DEFENSA. 
 

Como fundamento de esta defensa se tiene el siguiente recuento normativo y 
jurisprudencial que se pasa a exponer:  
 
La unificación jurisprudencial por parte de la Corte Constitucional y del Consejo de Estado 
en el año 2017 y 20182, respectivamente, ha sido adversa a la posición inicialmente 
sostenida por la Nación Ministerio de Educación Nacional, en los casos relacionados con la 

                                                           
2
 Sentencia SU-336 de 2017 de la Corte Constitucional  
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sanción por mora en el pago de las cesantías que se imponen al Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio (FOMAG). Al respecto las altas Cortes determinaron 
que la sanción por mora sí es aplicable al pago de cesantías del FOMAG, a pesar que no esté 
previsto en la Ley 91 de 1989 ni en la Ley 962 de 2005.   
 
No obstante lo anterior, la presencia de problemas operativos en las entidades territoriales 
impide el cumplimiento de los términos para proyectar las respectivas Resoluciones que 
reconocen las prestaciones sociales de los educadores nacionales afiliados al FOMAG. 
 
La Sentencia de unificación SUJ 012/2018 establece que 3“para la Sección Segunda los 
docentes integran la categoría de servidores públicos prevista en el artículo 123 de la 
Constitución Política, pues aunque el estatuto de profesionalización los defina como 
empleados oficiales, lo cierto es que en ellos concurren todos los requisitos que de carácter 
restrictivo encierra el concepto de empleado público en atención a la naturaleza del servicio 
prestado, la regulación de la función docente y su ubicación dentro de la estructura orgánica 
de la Rama Ejecutiva del Estado y la implementación de la carrera docente para la inserción, 
permanencia, ascenso y retiro del servicio; razón por la cual, se encuadran dentro del 
concepto de empleados públicos, establecido en la norma superior y desarrollado a través 
de la ley”.  
 
Y que con la expedición de la Ley 1071 de 20064, que consagró las circunstancias en que los 
empleados se encontraban facultados para solicitar el retiro parcial de sus cesantías5, al 
respecto la exposición de motivos de la ley estableció: 
 

«[…] Esta diferencia hace necesario que se unifique el régimen prestacional 
especialmente en lo que tiene que ver con el retiro de las cesantías parciales, el 
cual cubriría y beneficiaría a todos los funcionarios públicos y servidores estatales 
de las tres Ramas del Poder Público, incluida la Fiscalía General, los Órganos de 
Control, las Entidades que prestan servicios públicos y de educación. Se busca 
involucrar a todo el aparato del Estado tanto al nivel nacional como territorial.» 
(Se destaca).  
 

Por tanto, frente al reconocimiento de la cesantía el consejo de estado establece que “el 
establecimiento de un término para el reconocimiento de la cesantía y de otro para que se 
efectúe su pago efectivo, busca proteger al trabajador garantizando el cometido de tal 

                                                           
3
 Sentencia de Unificación SUJ-012-S2 del Consejo de Estado. 

4
 «por medio de la cual se adiciona y modifica la Ley 244 de 1995, se regula el pago de las cesantías definitivas o parciales a los servidores públicos, se 

establecen sanciones y se fijan términos para su cancelación.» 
5
 «Artículo 3°. Retiro parcial de cesantías. Todos los funcionarios a los que hace referencia el artículo 2° de la presente norma podrán solicitar el retiro de 

sus cesantías parciales en los siguientes casos: 
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prestación, y que justamente con ella, se pueda solventar la eventualidad para la cual la 
solicitó -parciales- o por la que se causó –definitivas” 

 
Ahora bien, frente al reconocimiento de la sanción por mora el consejo de estado en la 
sentencia de unificación CE-SUJ-SII-012-2018, establece que en el caso en que en la 
administración resuelva la solicitud de cesantías parciales o definitivas de manera tardía o 
no lo haga, el termino para la sanción moratoria empezará a contarse a partir de la 
radicación de la petición correspondiente, de manera que se contaran 15 días hábiles para 
la expedición del acto administrativo del reconocimiento, esto según el artículo 4 de la Ley 
1071/2006, 10 días del termino de ejecutoria de la decisión según lo establecido en los 
artículos 76 y 87 de la ley 1437 de 2011 y 45 días hábiles a partir del día en que quedo en 
firme la resolución, por lo que al vencimiento de los 70 días hábiles discriminados en 
precedencia, se causara la sanción por mora de la que trata el artículo 5 de la Ley 1071 de 
2006. 
 
Como fundamento de esta defensa se tiene el siguiente recuento normativo y 
jurisprudencial que se pasa a exponer:  
 
La ley 91 de 1989, Por la cual se crea el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magis-
terio, es el régimen especial que regula lo concerniente a las cesantías del personal docente 
oficial, ello es así toda vez que la ley 244 de 1995 y la Ley 1071 de 2006 regulan el pago de 
las cesantías y la sanción moratoria por el pago tardío a los servidores públicos a nivel 
general. Pues se observa, que de la lectura de la norma (ARTÍCULO 2o. <Artículo subrogado 
por el artículo 5o. de la Ley 1071 de 2006) no es posible concluir que la misma sea aplicable 
de manera directa a los docentes del FOMAG. Las disposiciones citadas desarrollan los re-
quisitos y el procedimiento para el reconocimiento oportuno de las cesantías de los servi-
dores públicos, sin especificar en su articulado si dentro de estos últimos se entienden com-
prendidos los docentes del sector oficial. 
 
Por otro lado, la Sentencia SU 336 del 18 de mayo de 2017, proferida por la Sala Plena de 
la Corte Constitucional, Magistrado Ponente Ivan Humberto Escrucerìa Mayolo, sentencia 
que sostuvo: 
 

Por ser un derecho del cual es sujeto todo trabajador sin distinción alguna, la 
Sala concluye que en aplicación de los postulados constitucionales, la jurispru-
dencia de esta Corporación sobre la naturaleza de las cesantías y a la luz de los 
tratados internacionales ratificados por Colombia, a los docentes oficiales les es 
aplicable el régimen general contenido en la Ley 244 de 1995, modificado por 
la Ley 1071 de 2006, que contempla la posibilidad de reconocer a favor de estos 
la sanción por el pago tardío de las cesantías previamente reconocidas. 
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Al respecto, debemos precisar que el Decreto 2831 de 2005, consagró el procedimiento 
exclusivo para el reconocimiento de las prestaciones sociales de los docentes afiliados al 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, sin realizar discriminación alguna 
respecto del tipo de prestación que se tramite por dicho procedimiento, quedando enton-
ces las cesantías sujetas a aquel y excluidas por disposición expresa las primas contenidas 
en el parágrafo 2 de numeral 4 del artículo 15 de la misma ley.  
 
En tal sentido, se encuentra que existe una diferencia entre los trámites contenidos en el 
Decreto 2831 de 2005 y la Ley 1071 de 2006, sin embargo, en este tipo de asuntos se debe 
dar aplicación prevalente y preferencial al Decreto 2831 de 2005 por tratarse de una norma 
de carácter especial y de un procedimiento exclusivo.  
 
De otro modo, las radicaciones de solicitudes de reconocimiento de prestaciones deben ser 
radicadas en la secretaría de educación de la respectiva entidad territorial, de conformidad 
con la Sociedad Fiduciaria encargada de administrar los recursos del Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio.  
 

En este caso, es el fondo quien tiene la función del pago de prestaciones, sin embargo, la 
expedición del acto corresponde a las Secretarias de Educación y es en virtud de ello, que 
no solo debe analizarse la conducta del ente pagador o del Ministerio de Educación – Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, sino del ente territorial quien es el 
encargado de expedir el acto de reconocimiento de la prestación a que haya lugar. No 
obstante, valga la pena aclarar que ante la discrepancia existente entre la fecha de solicitud 
de la prestación que informa la parte demandante y la fecha que reposa en la resolución 
expedida por el ente territorial, es de vital importancia determinar la fecha real, en vista de 
que no puede perderse de vista que la precitada solicitud tiene requisitos sine qua nom para 
ser resuelta y no puede tomarse la primera fecha en la que se radica, ya sea porque está 
incompleta o porque no se radican los soportes requeridos. 
 
Sobre este contexto, será la entidad Fiduciaria quien deberá proceder con los pagos de las 
prestaciones, luego de contar con el acto administrativo emitido por la respectiva secreta-
ria, previo el trámite legal para su concesión que compromete el reporte de todos los entes 
comprometidos dentro del salario del docente conforme a derecho y a la mayor brevedad 
posible, razón por la que se hace indispensable determinar la fecha en la cual fue remitido 
el mentado acto administrativo a la Fiduprevisora S.A. para el pago de dicho emolumento, 
con el fin de determinar a partir de la cual se generó para éste último, la obligación de pagar 
las cesantías solicitadas por el demandante, razón por la que deberá oficiarse a la Fidupre-
visora S.A. en su calidad de vocera y administradora del Patrimonio Autónomo Fondo Na-
cional de Prestaciones Sociales del Magisterio, con el fin de que se certifique en qué fecha 
fue puesta en conocimiento la resolución por medio de la que se reconoció la prestación, 
a fin de que se tenga en cuenta que solo a partir de la mencionada fecha es posible efectuar 
el respectivo pago por parte de la Fiduprevisora S.A. 
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De otro lado, si en gracia de discusión se fulminará condena por la pretendida sanción, es 
menester memorar que el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio cuyo 
vocero y administrador es la Fiduprevisora S.A. no cuenta con partida presupuestal o con 
dinero que sea destinado a este tipo de pretensiones, a contrario sensu, solo es responsa-
ble del pago de las prestaciones económicas de los docentes, razón por la que no es dable 
fulminar condena en contra de mi representada. 
 

El parágrafo primero del artículo 57 de la ley 1755 de 2019 se refirió a la mora del ente 
territorial respecto de la expedición del acto administrativo por medio del que se reconoce 
la prestación social deprecada por el docente, en el siguiente sentido: 
 

“Parágrafo. La entidad territorial será responsable del pago de la sanción por mora en el 
pago de las cesantías en aquellos eventos en los que el pago extemporáneo se genere 
como consecuencia del incumplimiento de los plazos previstos para la radicación o en-
trega de la solicitud de pago de cesantías por parte de la Secretaría de Educación terri-
torial al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. En estos eventos el 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio será responsable únicamente 
del pago de las cesantías.”(Subrayado y negrillas fuera de texto). 

 
Por sí lo anterior fuera poco, el inciso cuarto de la norma en cita, indica: 

 
“Los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio solo podrán 
destinarse para garantizar el pago de las prestaciones económicas, sociales y asistencia-
les a sus afiliados docentes, pensionados y beneficiarios. No podrá decretarse el pago 
de indemnizaciones económicas por vía judicial o administrativa con cargo a los recur-
sos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio.” (Subrayado y negrillas 
fuera de texto). 

 
Colofón de lo expuesto, es claro que si en gracia de discusión existiere mora en el pago de 
las cesantías, lo cierto es que la sanción por mora que se haya causado deberá ser asumida 
en su totalidad por el ente territorial, en este caso, el Municipio de Manizales, pues emitió 
de forma extemporánea la resolución y como consecuencia de ello se generó una dilación 
en el pago de la prestación economía, aunado al hecho que no existe una partida presu-
puestal en el FNPSM destinada a asumir el pago de la sanción por mora. 
 
Ahora bien, respecto de la indexación de la condena es menester memorar que el Consejo 
de Estado mediante sentencia de unificación con radicado No. 73001-23-33-000-2014-
00580-01 en lo relativo a la indexación de la sanción por mora, señalo expresamente la 
incompatibilidad entre la indexación y la sanción por mora y para el efecto es preciso traer 
a colación lo que el máximo órgano de cierre en lo contencioso administrativo ha dado al 
fenómeno de indexación:  
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 “Esta figura, nace como una respuesta a un fenómeno económico derivado del proceso 
de depreciación de la moneda, cuya finalidad última es conservar en el tiempo su poder 
adquisitivo, de manera que, en aplicación de principios como el de equidad y de justicia, 
de reciprocidad contractual, el de integridad del pago y el de reparación integral del 
daño, el acreedor de cualquier obligación de ejecución diferida en el tiempo esté 
protegido contra sus efectos nocivos.” 

 
V. PETICIÓN  

 
Por todo lo expuesto se solicita a su H, despacho se declaren probadas las excepciones 
propuestas por tener vocación de prosperidad conforme la normatividad vigente.  
 

VI. PRUEBAS 
DE OFICIO 
 
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 170 del C.G. del P., solicito respetuosamente 
al Despacho requerir a la FIDUPREVISORA S.A, con el fin de que:  
 

 La FIDUPREVISORA S.A certifique en qué fecha fue puesto en conocimiento el acto 
administrativo por medio de la que se reconoció la prestación, a fin de que se tenga 
en cuenta que solo a partir de la mencionada fecha fue posible efectuar el respec-
tivo pago por parte de la Fiduprevisora S.A. 
 

IV. PETICIÓN  
 
Por todo lo expuesto se solicita a su H, despacho se declaren probadas las excepciones 
propuestas por tener vocación de prosperidad conforme la normatividad vigente.  
 

V. PRUEBAS 

 Solicitamos se tengan como pruebas las aportadas en debido tiempo al plenario. 
 

VI.  ANEXOS. 
 
1. Poder especial conferido a mi favor.  
2. Escritura Pública No. 522 del 28 de marzo de 2019 otorgada en la Notaria Treinta y Cuatro 
(34) del Círculo de Bogotá. 
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VII. NOTIFICACIONES. 
 
La Nación - Ministerio De Educación Nacional - FOMAG, las recibirá en la Calle 72 No. 10-03 
Bogotá procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co  
notificacionesjudiciales@minieducacion.gov.co y t_jaacosta@fiduprevisora.com.co 
  

Del señor Juez, 
 

 
JENNY ALEXANDRA ACOSTA RODRIGUEZ. 

C.C. 52.203.675 de Bogotá D.C 
T.P 252.440 de C. S. J. 

 
 



 
 
 
                                                      

Sírvase remitir las notificaciones a los correos electrónicos: notjudicial@fiduprevisora.com.co y/o 
procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co  
 

          N° 16017  

           

Señor(es): 

JUZGADO 006 ADMINISTRATIVO DE MANIZALES 

E.   S.    D. 

REFERENCIA: SUSTITUCIÓN DE PODER 
Radicado:                                                                     17001333900620200033000 
Convocante(s) y/o Demandante(s):                       MARIA GLADYS GUERRERO TAPASCO 
Convocado(s) y/o Demandado(s):                          LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL y/o  

FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO  
 

LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, identificado civil y profesionalmente como aparece junto a mi firma, actuando en calidad 
de apoderado de: 
 

1. LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, N.I.T.: 899.999.001-7, conforme al Poder General 
otorgado por el Doctor LUIS GUSTAVO FIERRO MAYA,  Jefe de la Oficina Asesora Jurídica, a través de la Escritura 
Publica No. 522 del 28 de marzo de 2019, protocolizada en la Notaria Treinta y Cuatro en la Notaria del Circulo 
de Bogotá D.C., y aclarada mediante Escritura Publica 1230 del 11 de septiembre de 2019, protocolizada  en la 
Notaria Veintiocho del Circulo Notarial de Bogotá D.C. 

y/o 
2. FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. N.I.T.: 860.525.148-5 en su calidad de vocera y administradora del Patrimonio 

Autónomo  FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, conforme al Poder General 
otorgado por su Representante Legal, Doctor CARLOS ALBERTO CRISTANCHO FREILE, a través de la Escritura 
Pública No. 1588 del 27 de Diciembre de 2018, Escritura Pública No. 1590 del 27 de Diciembre de 2018 aclarada 
mediante Escritura Pública No. 0045 del 25 de enero de 2019, protocolizada en la Notaría Veintiocho del 
Circulo Notarial de Bogotá D.C. 

 
Manifiesto a su despacho que sustituyo poder al (la) abogado(a), JENNY ALEXANDRA ACOSTA RODRIGUEZ Identificado(a) 
civil y profesionalmente como aparece junto a su firma, con las mismas facultades a mi conferidas, la de conciliar, no 
obstante lo anterior, se ceñirá a las disposiciones de la entidad plasmadas en Acta del Comité de Conciliación. 
 
Me permito informar a su despacho que el presente apoderamiento no genera costo alguno por concepto de honorarios 
a favor del apoderado, toda vez que se encuentra dentro del ejercicio de sus funciones. 
 
La presente sustitución se presume autentica de conformidad con el Inciso Segundo del Artículo 74 del Código General 
del Proceso 
Por lo anterior, le solicito se sirva aceptar esta petición en los términos y para los fines descritos. 
 
Cordialmente, 
 
 
LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS 
C.C. No. 80.211.391 de Bogotá D.C. 
T.P.  No. 250.292 del C.S. de la J. 
 
 
Acepto: 
 
 
JENNY ALEXANDRA ACOSTA RODRIGUEZ 
C.C. No. 52203675 Bogota D.C 
T.P.  No 252.440 del C.S de la J. 
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